
BOJA núm. 118Sevilla, 8 de octubre 2002 Página núm. 19.477

órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 10 de junio de 2002. El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden 18.6.2001). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 9 de septiembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 9 de septiembre de 2002, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por doña Rosario Díaz Gómez,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de
Sevilla, recaída en el expediente núm. CSM-2387/0 JP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente doña Rosario Díaz Gómez, de la resolución del
Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso interpuesto
contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Sevilla, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña Rosario
Díaz Gómez contra Resolución de la Delegación del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Sevilla de fecha 29 de noviembre
de 2000, recaída en el expediente CSM-2387/0 JP.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Sevilla dictó la Resolución de referencia, por la que
se archivaba la denuncia presentada por doña Rosario Díaz
Gómez contra Hipercor, S.A., porque al salir ”pitaron’ unos
zapatos que llevaba.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando en síntesis que no está con-
forme con la misma.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18
de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y 39.8 de la Ley del Gobier-
no y la Administración de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, en relación con el Decreto del Presidente 6/2000, de
28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías; el Decreto
138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica de la Consejería de Gobernación, modificado por
Decreto 373/2000, de 16 de mayo.

Segundo. Las alegaciones vertidas por la contra parte en
su escrito de recurso, no modifican la naturaleza no infractora
de los hechos reclamados en materia de consumo. Sin embar-
go, queda expedita la posibilidad del reclamante para acudir
a los Tribunales ordinarios en defensa de sus legítimos inte-
reses con el fin de que se le indemnice en base a los perjuicios
económicos y/o morales que hubiera sufrido.

Se recuerda al interesado la exclusiva capacidad sancio-
nadora de la Administración para garantizar la tutela de los
intereses generales de los Consumidores y Usuarios recogida
en nuestro texto constitucional.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás
disposiciones concordantes y de general aplicación, esta Secre-
taría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña
Rosario Díaz Gómez contra la Resolución de archivo de la
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla,
y en consecuencia mantener la misma en sus propios términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 30 de julio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 9 de septiembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 9 de septiembre de 2002, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Diego Mendoza Martínez
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de
Málaga, recaída en el expediente núm. PC-210/00.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, don Diego Mendoza Martínez, de la resolución
del Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso interpuesto
contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Diego
Mendoza Martínez, actuando como titular de Inmobiliaria
Lotus, contra la Resolución de la Delegación del Gobierno
de Málaga, de fecha 15 de septiembre de 2000, recaída en
el expediente sancionador PC-210/00, instruido por infracción
en materia de protección al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial del Gobierno en Málaga
dictó la Resolución de referencia, por la que se impone a
don Diego Mendoza Martínez una sanción de cuatrocientos
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cincuenta euros con setenta y seis céntimos, es decir, setenta
y cinco mil pesetas (75.000 ptas.), como responsable de una
infracción calificada de leve sancionable en el artículo 34.8
y art. 35 de la Ley 26/84 de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, modificada por la
Ley 7/98 de 13 de abril (BOE 14.04), y artículos 5.1 y 6.4
del R.D. 1945/83, de 22 de junio (BOE 15.07), por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; por los
siguientes hechos: ”Haber incumplido requerimiento efectuado
por el Servicio de Consumo de la Delegación, notificado el
día 11 de noviembre de 1999, de remisión en el plazo al
efecto conferido, de la copia de documento de encargo de
venta suscrito con el propietario de la vivienda, objeto de la
reclamación núm. 2015/99, formulada por don Juan Luis
Martín Calvo”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, don Diego Men-
doza Martínez, actuando como titular de Inmobiliaria Lotus,
interpone, en tiempo y forma, recurso de alzada, en el que
reitera las alegaciones de anteriores escritos. Manifiesta, en
síntesis:

- En la documentación primera que envió informó que
mandaba toda la documentación de que disponía sobre el
caso.

- El 19/07/2000 envió carta certificada exponiendo que
ya no tenía esa documentación.

- Habida cuenta que ya no tiene obligación de hacerle
firmar ese documento al propietario considera absurda e
inconstitucional la resolución.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías,
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. En el presente procedimiento sancionador hay
que partir y centrarse en el motivo concreto por el cual se
procedió a incoar expediente sancionador así como la infrac-
ción exacta que ha sido objeto de sanción administrativa.

Así pues, sin entrar en los problemas que aduce el
recurrente que le van a conducir a iniciar acciones civiles
contra el reclamante, tema ajeno al motivo por el que se incoó
expediente sancionador; las argumentaciones del recurrente
no desvirtúan la naturaleza infractora de los hechos, cuya rea-
lidad no es otra sino que se le hizo un requerimiento por
la Jefa del Servicio de Consumo de la Delegación el 3 de
noviembre de 1999, que fue notificado correctamente con
fecha 11 de noviembre de 1999, según acuse de recibo (folio
11) y recogido por una persona que se identifica con su DNI,

su nombre y firma. En él se solicitaba fotocopia de documento
de encargo de venta suscrito con el propietario de la vivienda,
objeto de reclamación y fotocopia de documentos o justifi-
cantes que pudieran acreditar los hechos reclamados, así como
las alegaciones oportunas. Al no enviar los documentos soli-
citados, ni contestar, esta Administración no pudo aclarar los
extremos de la hoja de reclamación interpuesta por don Juan
Luis Martín Calvo, lo que constituye obstrucción a su labor
y se traduce en la infracción encuadrada en el artículo 5.1
del Real Decreto 1945/83, de 22 de junio.

De conformidad con el artículo 13.2 del Real Decreto
1945/83 de 22 de junio, la Inmobiliaria tenía obligación de
facilitar todos los documentos que se solicitan, siéndole reque-
rido sin obtener respuesta.

Sea cual fuere la contestación y el sentido que hubiere
de dar a ese requerimiento, es decir, el contenido positivo
o negativo de su respuesta, en ningún caso debió omitirla,
lo que significa y se entiende como obstrucción. En conse-
cuencia, Inmobiliaria Lotus debió contestar y el no haberlo
hecho le ha supuesto la apertura del presente expediente san-
cionador. Por consiguiente, no entramos en el estudio del moti-
vo de la reclamación, sino en el hecho de que en las diligencias
previas para el esclarecimiento de los hechos, la Delegación
interesó determinada documentación, no atendiendo dicho
requerimiento.

Además, en el pie del requerimiento se hacen expresa-
mente las advertencias oportunas para el caso de que lo incum-
pla: ”Significándole que la no aportación de la documentación
requerida, en el plazo indicado, constituirá infracción admi-
nistrativa, según establece el ...”

Por otra parte, si algo tiene que manifestar el recurrente
en contra del Instructor del procedimiento tiempo tuvo para
pronunciarse al respecto y, en su caso, si existía motivo sufi-
ciente, solicitar su recusación.

Cuarto. No obstante lo dicho anteriormente, entendemos
que procede tener en cuenta un primer requerimiento que
fue atendido en parte, contestando con ello también en parte
al segundo requerimiento. Además, examinados los documen-
tos que se acompañan al escrito presentado frente al acuerdo
de inicio, con lo que se pretende subsanar la conducta por
la que se sanciona; así como las manifestaciones que justifican
la inexistencia de documento de encargo de venta suscrito
con el propietario de la vivienda, entendemos que los argu-
mentos que se exponen con posterioridad a la iniciación del
procedimiento y en fase de recurso junto con la documentación
aportada, de acuerdo con los criterios del artículo 10.2 del
Real Decreto 1945/83, de 22 de junio, y no existiendo inten-
cionalidad en su actuación, pueden servir para aminorar la
cuantía de la sanción que se reduce a trescientos euros con
cincuenta y un céntimos (300,51 euros), es decir, cincuenta
mil pesetas (50.000 ptas).

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía,
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria, la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el Real
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, Reglamento del Pro-
cedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, y
demás disposiciones concordantes, preceptos mencionados y
de general aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar parcialmente el recurso de alzada interpuesto por
don Diego Mendoza Martínez, actuando como titular de Inmo-
biliaria Lotus, contra la Resolución de la Delegación del Gobier-
no de Málaga, de fecha 15 de septiembre de 2000, recaída
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en el expediente sancionador PC-210/00, instruido por infrac-
ción en materia de protección al consumidor, revocando la
resolución recurrida en el sentido de rebajar la sanción que
se indica en el Fundamento Jurídico Cuarto de la presente
resolución.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 15 de julio de 2002.- El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno Mon-
rové.»

Sevilla, 9 de septiembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 11 de septiembre de 2002, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Ricardo Díaz Rodríguez
en representación de Dimarcru, SL, contra otra dictada
por el Delegado del Gobierno de Almería, recaída en
el expediente núm. 210/00.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, e intentada sin efecto la notificación personal al recurren-
te don Ricardo Díaz Rodríguez en representación de Dimarcru,
S.L., de la resolución del Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Ricardo
Díaz Rodríguez, en representación de la entidad “Dimarcru,
S.L.”, contra Resolución de la Delegación del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Almería, de fecha 30 de enero de
2001, recaída en el expediente núm. 210/00,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Almería dictó la Resolución de referencia, por la que
se impone a la citada entidad una sanción de cincuenta mil
pesetas (50.000 ptas.) o trescientos euros con cincuenta cén-
timos (300,5 E), de conformidad con los antecedentes de
hecho y fundamentos de derecho contenidos en la misma,
a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución, el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando en síntesis:

- Que el acta de inspección acredita que había un producto
(Ron Cacique-500) que carecía de precio expuesto al público,
pero no acredita que ese producto careciera de precio el día
que el consumidor presentó la hoja de reclamaciones.

- Que el art. 3 del Decreto 198/1987, de 26 de agosto,
no establece que los precios y/o listas a que se refiere deban

comprender la relación completa de todas las marcas que
ofrece el establecimiento.

- Desproporción de la sanción.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, dispone que
“los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce
la condición de autoridad, y que se formalicen en documento
público observando los requisitos legales pertinentes tendrán
valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa
de los respectivos derecho o intereses puedan señalar o aportar
los propios administrados”. Mediante el acta de inspección
se constató precisamente la reclamación efectuada por el
consumidor.

Tercero. El art. 3 del Decreto 198/1987, de 26 de agosto,
dispone que “los precios de las comidas y bebidas, así como
de los servicios ofertados y el de los espectáculos, serán
expuestos obligatoriamente al público mediante cartas de comi-
das y bebidas y/o listas de precios. Sin perjuicio de los esta-
blecidos en el párrafo anterior podrán utilizar otros medios
de publicidad como murales, pizarras o similares”. Analizada
el acta de inspección se constata la veracidad de los hechos,
sin que el citado artículo permita excepciones.

Cuarto. De acuerdo con la graduación establecida en el
art. 36 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, autoriza para
las infracciones leves multa de hasta 500.000 ptas., el prin-
cipio de proporcionalidad, que rige el Derecho sancionador,
exige que la aplicación de la sanción pecuniaria concreta ha
de efectuarse conforme a este principio, atendiendo al alcance
de la antijuridicidad de la conducta contemplada y al reproche
social que ésta merece, y en concreto a los parámetros que
incorpora el art. 10.2 del R.D. 1945/83 (volumen de ventas,
cuantía del beneficio ilícito obtenido, efecto perjudicial de la
infracción en los precios y el consumo, y el dolo, culpa y
reincidencia), sin perjuicio de lo establecido en el art. 7.2
del mismo Real Decreto. En consecuencia, no cabe apreciar
la desproporción de la sanción impuesta.

Quinto. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la
Ley 5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios
en Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica


